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RESUMEN

El articulo analiza el régimen peruano de priorizacién del pago de sen-
tencias judiciales a cargo del Estado, a partir de la Ley N.° 30137 y
de sus reformas posteriores, con especial atencién a las modificaciones
introducidas por las Leyes N.° 30841 y N.° 32493. El estudio parte del
vinculo problemdtico entre tutela jurisdiccional efectiva, sostenibilidad
presupuestaria y control gubernamental, y examina el procedimiento
administrativo mediante el cual las entidades publicas registran, clasi-
fican, priorizan y ejecutan dichas obligaciones. Asimismo, desarrolla la
naturaleza juridica del arbitraje en el ordenamiento peruano y examina
los efectos del laudo arbitral, destacando su obligatoriedad, definitividad
y fuerza equivalente a la cosa juzgada. Sobre esa base, el trabajo abor-
da la controversia relativa a si los laudos arbitrales deben incorporarse
al régimen de priorizacién previsto para sentencias judiciales. A partir
de una interpretacién literal, sistemdtica y teleolégica del articulo 3 del
reglamento, se concluye que el régimen vigente se limita a sentencias ju-

Abogado, y docente universitario. Miembro del Ilustre Colegio de Abogados de Lima,
maestro en Gerencia Publica y Docencia Universitaria. Posee una sélida trayectoria en
Gestién Publica y Derecho Administrativo, habiendo desempefiado cargos directivos y
de asesorfa especializada en los tres niveles de gobierno del Estado peruano.

ORCID: 0000-0001-9011-0761



REVISTA JURIDICA SAPIENTIA TURIS

diciales y no comprende a los laudos arbitrales. Finalmente, se examinan
sus efectos en eficiencia del gasto, intereses, seguridad juridica y gestién
estatal.

PALABRAS CLAVE: priorizacidn de sentencias judiciales, pago de obligaciones
estatales, tutela jurisdiccional efectiva, procedimiento administrativo, ejecu-

cidn de laudos arbitrales, arbitraje en contratacion piiblica, gestion presupues-
tal, control gubernamental.

ABSTRACT

This article analyzes the Peruvian legal framework governing the prio-
ritization of the payment of judicial judgments against the State, based
on Law No. 30137 and its subsequent amendments, with particular
attention to the modifications introduced by Laws No. 30841 and No.
32493. The study begins by examining the problematic relationship
between effective judicial protection, budgetary sustainability, and go-
vernmental control, and explores the administrative procedure through
which public entities register, classify, prioritize, and execute such
obligations. Likewise, it develops the legal nature of arbitration within
the Peruvian legal system and examines the effects of arbitral awards,
highlighting their binding nature, finality, and authority equivalent to
res judicata. On this basis, the paper addresses the controversy regarding
whether arbitral awards should be incorporated into the prioritization
regime established for judicial judgments. Through a literal, systematic,
and teleological interpretation of Article 3 of the regulations, it conclu-
des that the current regime is limited to judicial judgments and does not
encompass arbitral awards. Finally, the article examines its effects on
spending efficiency, interest accrual, legal certainty, and public adminis-
tration management.

KEYWORDS: prioritization of judicial judgments, payment of state obliga-
tions, effective judicial protection, administrative procedure, enforcement of

arbitral awards, arbitration in public procurement, budget management,
governmental control.
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1. INTRODUCCION

La ejecucién de obligaciones estatales derivadas de decisiones firmes
constituye un asunto de especial interés para el Derecho publico, ya que
obliga a compatibilizar lo decidido por autoridad competente con las limi-
taciones presupuestarias y las exigencias propias de la gestién administrativa
(Congreso de la Republica del Perti, 2025). Esta situacién se presenta cuan-
do el Estado, en calidad de deudor, debe atender varias acreencias exigibles
con recursos limitados y bajo reglas estrictas de programacién y control del
gasto. En ese escenario, el régimen de priorizacién del pago de sentencias
judiciales, introducido por la Ley N.° 30137 y luego modificado, fue con-
cebido para ordenar el cumplimiento de esas obligaciones sin desatender la
sostenibilidad financiera estatal (Congreso de la Republica del Perd, 2017).

La cuestién adquiere mayor alcance si se considera que las obligaciones
del Estado no provienen solo de procesos judiciales. En la contratacién publi-
ca, el arbitraje se ha consolidado como un mecanismo habitual para resolver
controversias, generando laudos obligatorios cuyo cumplimiento también
repercute en la programacién presupuestal y en la imagen del Estado como
contratante (Born, 2014). A partir de ello surge una discusién persistente:
determinar si el régimen de priorizacién disefiado para sentencias judiciales
puede extenderse a las obligaciones reconocidas en laudos arbitrales o si estas
deben seguir un tratamiento diferenciado dentro de la administracién puabli-
ca (Hayward, 2025).

La controversia posee relevancia juridica porque involucra instituciones
con reconocimiento constitucional y legal en el ordenamiento peruano. La
Constitucién reconoce la tutela jurisdiccional efectiva y también la autono-
mia del arbitraje, aunque no establece de manera expresa cémo deben articu-
larse cuando el obligado al pago es el propio Estado (Congreso de la Repu-
blica del Perd, 1993). A ello se afiade que la regulacién reciente del régimen
de priorizacién ha incorporado criterios de subpriorizacién vinculados con
situaciones de vulnerabilidad, reforzando su sentido distributivo y haciendo
mds compleja la situacién de quienes cuentan con un laudo arbitral favora-

ble frente a una entidad publica (Congreso de la Republica del Perd, 2025).

Sobre esa base, el articulo se propone analizar criticamente el régimen de
priorizacién del pago de sentencias judiciales en el Pert, su procedimiento
administrativo y la controversia interpretativa relativa a los laudos arbitra-
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les, identificando sus efectos sobre la coherencia normativa y la seguridad
juridica. Para ello, examina el marco normativo de la priorizacidn, el proce-
dimiento de registro, listado y ejecucién de pagos en las entidades publicas,
y la naturaleza juridica del laudo arbitral frente al sistema estatal de cumpli-
miento (Ministerio de Economfa y Finanzas, 2024). El estudio se desarrolla
desde un enfoque juridico-dogmadtico con apoyo en el andlisis institucional,
se limita al ordenamiento peruano vigente hasta 2025 y se concentra en la
etapa en la que una obligacién firme, judicial o arbitral, debe incorporarse a
los procedimientos administrativos de pago del Estado (Lépez Gonzales del

Valle, 2023).

2. ENFOQUE Y ESTRATEGIA METODOLOGICA

El estudio se desarrolla bajo una investigacién juridica cualitativa con
orientacién doctrinal critica, debido a que el problema analizado exige exa-
minar normas, principios y categorfas juridicas en su relacién reciproca, y no
solo exponer su contenido formal. Desde esta perspectiva, el trabajo se ubica
en el andlisis dogmdtico contempordneo, entendiendo el derecho como un
sistema de interpretacién en el que pueden surgir discrepancias cuando coin-
ciden reglas presupuestarias, garantias constitucionales y regimenes especia-
les como el arbitraje (Herndndez Marin, 2002). Esta opcién metodoldgica
permite estudiar de manera articulada el régimen de priorizacién del pago
de sentencias judiciales y la discusién sobre su eventual proyeccién hacia los
laudos arbitrales (Born, 2014).

Para el desarrollo del estudio se recurrid a tres técnicas complementarias:
andlisis normativo, andlisis jurisprudencial y andlisis casuistico. El andlisis
normativo permitié reconstruir la evolucién legislativa y reglamentaria del
régimen de priorizacién y su relacién con el marco arbitral; el andlisis juris-
prudencial se concentré en pronunciamientos del Tribunal Constitucional
vinculados con tutela jurisdiccional efectiva, cosa juzgada y arbitraje como
jurisdiccién especial; y el andlisis casuistico tomé como referencia un caso
institucional con suficiente trazabilidad documental para advertir cémo la
préctica administrativa enfrenta esta controversia (Tribunal Constitucional
del Perd, 2011). Las fuentes fueron seleccionadas por su pertinencia, ac-
tualidad y respaldo académico, priorizando normas vigentes, documentos
oficiales y publicaciones recientes. El estudio asume como limite la ausencia
de medicién empirica, pues opta por un examen interpretativo centrado en
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la coherencia del razonamiento juridico y en la relacién entre norma, juris-
prudencia y prdctica administrativa (Ministerio de Economfa y Finanzas,
2025).

3. MARCO NORMATIVO DEL REGIMEN DE PRIORIZACION DE
SENTENCIAS JUDICIALES EN EL PERU

3.1.Fundamento constitucional de la ejecucién de resoluciones y tutela
jurisdiccional efectiva

La ejecucién de las resoluciones judiciales ocupa una posicién esencial
dentro del orden constitucional peruano, porque forma parte del contenido
del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva reconocido en el articulo 139,
inciso 3, de la Constitucién Politica. Este derecho no se satisface tinicamente
con el acceso a un érgano jurisdiccional ni con la emisién de una decisién
motivada, sino que requiere que lo resuelto pueda cumplirse de manera real
y oportuna. Cuando la ejecucién no se produce, la funcién jurisdiccional
pierde eficacia préctica y la decisién judicial queda reducida a una declara-
cién sin efectos materiales (Monroy, 1996).

Bajo esa premisa, el Tribunal Constitucional ha sostenido que la ejecu-
cién de resoluciones firmes constituye una expresién inseparable de la tutela
jurisdiccional efectiva, debido a que asegura que el pronunciamiento del juez
no quede en el plano simbdlico o declarativo (Tribunal Constitucional del
Perti, 2004). Esta posicién también se vincula con el principio de separacién
de poderes, ya que el incumplimiento reiterado de decisiones judiciales por
parte de la administracién no solo afecta al acreedor, sino que debilita la
autoridad de la funcién jurisdiccional frente al poder publico.

Sin embargo, el cumplimiento de las resoluciones judiciales no se desa-
rrolla al margen de las condiciones materiales del Estado. En la prictica, la
ejecucién debe coexistir con exigencias vinculadas a la sostenibilidad fiscal
y a la programacién del gasto publico, sobre todo cuando existen multiples
obligaciones exigibles de manera simultdnea. Por ello, la discusién juridica
no gira en torno a la posibilidad de incumplir, lo que resulta incompatible
con la Constitucién, sino en torno a la forma en que el Estado organiza el
pago de esas obligaciones dentro de un marco que procure evitar decisiones
arbitrarias o desordenadas (Powell, 2025).
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3.2.Evolucién normativa del régimen: Ley 30137, Ley 30841 y Ley
32493

El régimen de priorizacién del pago de sentencias judiciales tiene como
punto de partida la Ley N.° 30137, promulgada en enero de 2014, en un
contexto en el que aumentaban las condenas judiciales contra el Estado y
se hacfa visible la falta de criterios uniformes para su cumplimiento. Antes
de esa regulacién, muchas entidades actuaban sin pardmetros comunes, lo
que generaba decisiones dispersas y, en varios casos, sujetas a presiones co-
yunturales antes que a criterios juridicos previamente definidos (Ministerio
de Economia y Finanzas, 2024). La Ley 30137 buscé corregir esa situacién
mediante un sistema legal de prelacién.

Dicha norma no tuvo por finalidad restar fuerza obligatoria a las sen-
tencias, sino establecer un orden de atencién que permitiera organizar su
cumplimiento. Para ello, opté por clasificar las obligaciones judiciales segin
la materia de origen, partiendo de la idea de que no todas las acreencias pre-
sentan la misma relevancia social ni afectan de igual modo a los acreedores.
Con ese criterio, otorgd preferencia a las sentencias laborales y previsionales,
seguidas por otras obligaciones de contenido social, introduciendo asi una
légica distributiva dentro del sistema de pago estatal.

Posteriormente, la Ley N.° 30841 mantuvo la estructura bésica del ré-
gimen, pero incorporé ajustes orientados a mejorar su aplicacién prictica
y a reducir interpretaciones dispares entre entidades publicas (Congreso de
la Republica del Pert, 2017). Mds adelante, la Ley N.° 32493, publicada
en 2025, reforzé el componente humanitario del sistema al introducir una
subpriorizacién a favor de personas adultas mayores y de quienes padecen
enfermedades avanzadas o terminales, sin alterar la clasificacién general por
materia (Congreso de la Republica del Perd, 2025). De ese modo, la evolu-
cién normativa del régimen revela una linea de reformas progresivas dirigi-
das a compatibilizar cumplimiento, equidad y viabilidad fiscal.

3.3.Reglamento y delimitacién del dmbito de aplicacién: Decreto Su-
premo 003-2020-JUS

El Decreto Supremo N.° 003-2020-JUS cumple una funcién decisiva
dentro del régimen de priorizacién, porque desarrolla su operatividad admi-
nistrativa y fija con mayor precisién su dmbito de aplicacién. Su aprobacién
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respondié a la necesidad de reducir espacios de discrecionalidad en la inter-
pretacién de la Ley N.° 30137 y de sus modificaciones posteriores. Por ello,
el reglamento no se limita a detallar procedimientos, sino que define qué
obligaciones ingresan efectivamente al sistema y bajo qué condiciones deben
ser atendidas.

El articulo 3 del reglamento sefiala que el régimen se aplica a senten-
cias judiciales con calidad de cosa juzgada y en etapa de ejecucién, recaidas
en procesos judiciales. Esta férmula contiene tres elementos acumulativos:
firmeza, exigibilidad y origen judicial. La exigencia de cosa juzgada asegura
estabilidad en la decisién; la referencia a la etapa de ejecucién indica que la
obligacién ya puede reclamarse; y la mencién expresa a procesos judiciales
delimita el régimen frente a otros mecanismos de solucién de controversias
(Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2019).

El mismo articulo excluye de manera expresa las obligaciones deriva-
das de laudos arbitrales en ejecucién judicial y los acuerdos conciliatorios
extrajudiciales. Esta exclusién no puede leerse como una omisién casual,
sino como una decisién normativa destinada a preservar la especialidad del
régimen. Desde esta perspectiva, la priorizacién ha sido concebida como un
mecanismo propio del cumplimiento de resoluciones judiciales y no como
una regla general aplicable a toda obligacién estatal exigible. Esa delimita-
cién resulta especialmente relevante para entender las controversias surgidas
en la prictica administrativa respecto de los laudos arbitrales.

3.4.Criterios de prelacién por materia y subpriorizacién introducida

por la Ley 32493

El nicleo del régimen de priorizacién se encuentra en los criterios de
prelacién establecidos segtin la materia de la sentencia. Desde su versién ini-
cial, la Ley N.° 30137 adopté una clasificacién que distingue entre distintos
tipos de acreencias en funcién de su impacto social. En el nivel preferente se
ubicaron las sentencias laborales, debido a que su contenido suele estar vin-
culado a derechos de naturaleza alimentaria y al sostenimiento del trabajador
y su familia. Esta consideracién ha sido reconocida de manera reiterada por
la jurisprudencia constitucional (Tribunal Constitucional del Perd, 2005).

En el siguiente nivel se ubican las sentencias previsionales, relacionadas
con el derecho a la seguridad social. En estos casos, la 16gica de la preferencia
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responde a que la prestacién reconocida sustituye o complementa ingresos
indispensables para personas en situacién de retiro, invalidez u otra con-
dicién de vulnerabilidad. A ello se suman otras categorias vinculadas con
victimas de actos de defensa del Estado, violaciones de derechos humanos
y obligaciones de contenido social, lo que muestra que el legislador no ha
seguido una ldgica meramente patrimonial, sino una orientacién que incor-
pora criterios de proteccién reforzada.

La Ley N.° 32493 anadi6 una regla de subpriorizacién aplicable dentro
de los grupos ya existentes, favoreciendo a los acreedores mayores de sesenta
y cinco afos y a quienes padecen enfermedades en fase avanzada o terminal.
Esta técnica no crea una nueva categoria, pero sf obliga a reorganizar inter-
namente los listados de pago, introduciendo una valoracién adicional basa-
da en la situacién concreta del acreedor (Ministerio de Educacién, 2025).
Desde una lectura material del principio de igualdad, esta reforma reconoce
que no todos los integrantes de un mismo grupo enfrentan las mismas con-
diciones, y que esa diferencia puede justificar un trato preferente dentro del

orden legal establecido.

3.5.Relacién con la gestién presupuestal y el control gubernamental

El régimen de priorizacién no puede analizarse de manera separada del
sistema nacional de presupuesto publico, ya que su aplicacién depende de la
programacién del gasto, de la disponibilidad de recursos y de los mecanismos
de control que acompanan la ejecucién presupuestal. En este entramado, el
Ministerio de Economia y Finanzas cumple un papel central como érgano
rector del sistema presupuestario y como instancia encargada de consolidar
informacién sobre las obligaciones judiciales a cargo del Estado (Ministerio
de Economfa y Finanzas, 2025). Por ello, la priorizacién no es solo una cues-
tién procesal, sino también una herramienta de gestién publica.

Las entidades estatales tienen el deber de registrar, clasificar y reportar las
obligaciones derivadas de sentencias judiciales, permitiendo asi contar con
una visién agregada de su impacto fiscal. Ese registro no cumple dnicamente
una funcién contable, sino que sirve para orientar decisiones presupuestales
y anticipar riesgos derivados de la litigiosidad estatal. Del mismo modo, la
aprobacién y publicacién de listados de priorizacién incorpora un compo-

ISSN: 2313-0938 \ ARO XIV — N.° 2 MARZO 2026, LIMA - PERU



HuGo A. GARMA SAAVEDRA | LA PRIORIZACION DE SENTENCIAS JUDICIALES...

nente de transparencia que facilita tanto el control ciudadano como la super-
visién institucional por parte de los 6rganos competentes.

En ese escenario, la Ley N.° 27785 adquiere relevancia, ya que el con-
trol gubernamental no se limita a revisar si el pago se realizé formalmente,
sino también si la entidad respeté el orden de prelacién y actué conforme
a los criterios previstos por la ley y el reglamento. Aun asi, ese control debe
ejercerse dentro del marco normativo vigente y sin extender por interpreta-
cién el dmbito del régimen a supuestos no previstos expresamente. Visto de
manera integral, el sistema de priorizacién refleja el esfuerzo por articular
el cumplimiento de obligaciones judiciales con las exigencias de disciplina
fiscal y control administrativo, dentro de parimetros que ofrezcan mayor
previsibilidad a la actuacién estatal.

4. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE PRIORIZACION Y
PAGO EN ENTIDADES PUBLICAS

El régimen de priorizacién de sentencias judiciales no se agota en la
formulacién de criterios normativos abstractos. Su operatividad real depen-
de de un procedimiento administrativo complejo, atravesado por exigencias
de registro, clasificacién, publicidad, control y responsabilidad funcional.
En este plano, la priorizacién deja de ser una categorfa juridica estdtica y se
convierte en una prictica institucional que condiciona de manera directa la
gestién financiera del Estado y la relacién entre la administracién publica y
los acreedores judiciales.

4.1.Registro, clasificacién y trazabilidad de obligaciones judiciales

Una vez consolidada la informacién, la entidad debe elaborar el listado
de priorizacién de sentencias judiciales. Este documento expresa el orden en
que las obligaciones serdn atendidas segtin la disponibilidad presupuestaria
y conforme a los criterios fijados por la ley y su reglamento. No se trata de
una relacién cronolégica simple, sino de un instrumento que debe reflejar la
prelacién por materia y, cuando corresponda, los criterios de subpriorizacién
incorporados por la normativa mds reciente.

La aprobacién del listado mediante resolucién del titular del pliego le
otorga eficacia administrativa y exige una motivacién suficiente, pues solo
asi puede verificarse que el orden aprobado responde a las reglas aplicables y
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no a decisiones arbitrarias. A ello se suma la obligacién de publicacién en el
portal institucional, lo que permite a los acreedores conocer su ubicacién en
el orden de pago y fortalece la transparencia de la gestién publica (Tribunal
Constitucional del Perd, 2004).

4.2.Flaboracién, aprobacién y publicacién del listado de priorizacién

Una vez consolidada la informacién, la entidad debe elaborar el listado
de priorizacién de sentencias judiciales. Este documento expresa el orden en
que las obligaciones serdn atendidas segtin la disponibilidad presupuestaria
y conforme a los criterios fijados por la ley y su reglamento. No se trata de
una relacién cronoldgica simple, sino de un instrumento que debe reflejar la
prelacién por materia y, cuando corresponda, los criterios de subpriorizacién
incorporados por la normativa mds reciente.

La aprobacién del listado mediante resolucién del titular del pliego le
otorga eficacia administrativa y exige una motivacién suficiente, pues solo
asi puede verificarse que el orden aprobado responde a las reglas aplicables y
no a decisiones arbitrarias. A ello se suma la obligacién de publicacién en el
portal institucional, lo que permite a los acreedores conocer su ubicacién en
el orden de pago y fortalece la transparencia de la gestién publica (Tribunal
Constitucional del Pert, 2004).

4.3.Remisién al MEF y articulacién con aplicativos y sistemas de admi-
nistracién financiera

El procedimiento no concluye dentro de cada entidad, ya que el listado
aprobado debe remitirse al Ministerio de Economia y Finanzas a través de
los sistemas de administracién financiera correspondientes. Esta remisién
permite consolidar informacidn, estimar el impacto fiscal de las obligaciones
judiciales y facilitar decisiones de programacién presupuestaria a nivel esta-
tal. De ese modo, la priorizacién también cumple una funcién de gestién y
seguimiento del riesgo fiscal.

La articulacién con el Sistema Integrado de Administracién Financiera
y con el aplicativo de demandas judiciales y arbitrales cumple un papel re-
levante en este proceso, pues hace posible registrar montos, proyectar pagos
y dar seguimiento a contingencias futuras. Sin embargo, en la prictica se
observan dificultades relacionadas con la actualizacién tardia de datos, la
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falta de interoperabilidad y la aplicacién desigual de criterios técnicos entre
entidades, lo que afecta la calidad de la informacién consolidada y revela la
necesidad de fortalecer los procedimientos administrativos (Ministerio de
Economfa y Finanzas, 2025).

4.4.Fjecucién de pagos, reglas de modificacién del listado y deber de

motivacion

La fase mds delicada del procedimiento es la ejecucién de los pagos,
porque es alli donde confluyen el derecho del acreedor a obtener el cumpli-
miento, las limitaciones presupuestarias de la entidad y la responsabilidad
funcional de quienes autorizan el desembolso. Por esa razdn, el reglamento
exige que los pagos se realicen respetando el orden fijado en el listado de
priorizacién. Cualquier alteracién de ese orden debe sustentarse en una jus-
tificacién expresa y formalizarse mediante el acto administrativo correspon-
diente (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2019).

La modificacién del listado puede producirse por circunstancias sobrevi-
nientes, como la acreditacién de una situacién de vulnerabilidad o la incor-
poracién de nuevas sentencias firmes. En esos casos, la entidad debe exponer
de manera suficiente las razones del cambio, a fin de evitar decisiones opacas
o tratamientos desiguales. El apartamiento injustificado del listado puede
generar responsabilidades, aunque ello no debe presumirse de forma auto-
mdtica, pues siempre serd necesario valorar el contexto normativo, la dispo-
nibilidad presupuestaria y la razonabilidad de la actuacién administrativa.

4.5.Control, fiscalizacién y responsabilidades asociadas

El régimen de priorizacién estd sujeto al control posterior de los érganos
de control institucional y de la Contralorfa General de la Republica, confor-
me ala Ley N.° 27785. Esta fiscalizacidn no se agota en la revisién formal del
procedimiento, sino que también alcanza la evaluacién de la razonabilidad
de las decisiones adoptadas por la entidad. Su finalidad no es solo detectar
incumplimientos, sino también corregir prdcticas que afecten la transparen-
ciay el orden legal de prelacién (Congreso de la Republica del Pert, 2001).

La determinacién de responsabilidades por incumplimiento del régimen
exige un andlisis cuidadoso. No basta con advertir una irregularidad, sino
que debe acreditarse la infraccién normativa, el dano o riesgo relevante y la

ISSN: 2313-0938 \ ARO XIV — N.° 2 MARZO 2026, LIMA - PERU



REVISTA JURIDICA SAPIENTIA TURIS

relacién causal correspondiente. Dado que se trata de un procedimiento téc-
nicamente complejo y con zonas interpretativas discutibles, no resulta ade-
cuado abordar estas situaciones desde una légica automdtica de sancién. Lo
que corresponde es promover una aplicacién ordenada, motivada y prudente
del régimen, que permita cumplir las obligaciones judiciales sin afectar inde-
bidamente la gestién publica ni desconocer las restricciones presupuestarias
existentes (Morello, 2001).

5. EL ARBITRAJE EN EL ORDENAMIENTO PERUANO Y LA NATU-
RALEZA DEL LAUDO ARBITRAL

5.1.Reconocimiento constitucional del arbitraje y marco legal del De-
creto Legislativo N.° 1071

El arbitraje ocupa una posicién propia dentro del ordenamiento perua-
no, ya que la Constitucién lo reconoce expresamente como una jurisdiccion
especial y no como un mecanismo subordinado a la justicia ordinaria (Con-
greso de la Republica del Perd, 1993). Ello significa que las controversias so-
metidas a arbitraje pueden ser resueltas por drbitros con autoridad decisoria,
en virtud de la autonomia de las partes y dentro de un marco juridicamente
vélido.

Sobre esa base, el Decreto Legislativo N.° 1071 desarrolla un régimen
auténomo que regula el procedimiento arbitral, la emisién del laudo y su
ejecucién. Esta normativa responde a principios propios, como la flexibi-
lidad procedimental, la autonomia del arbitraje y la intervencién judicial
limitada, con la finalidad de preservar su eficacia como mecanismo defini-
tivo de solucién de controversias (Born, 2014). De ese modo, el arbitraje
mantiene una légica institucional diferenciada respecto del proceso judicial
ordinario.

5.2.Efectos del laudo: obligatoriedad, definitividad y cosa juzgada arbi-
tral

El laudo arbitral es la decisién final del proceso arbitral y produce efec-
tos obligatorios desde su notificacién. No constituye una recomendacién
ni requiere homologacién judicial previa para ser cumplido, pues la Ley de
Arbitraje le reconoce eficacia vinculante inmediata entre las partes (Vidal,
2003). Esta caracteristica explica su relevancia dentro del sistema juridico.
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A ello se suma su definitividad, ya que el laudo no puede ser revisado
mediante recursos ordinarios y solo admite recurso de anulacién por causa-
les expresamente previstas en la ley, sin reabrir el fondo de la controversia
(Redfern & Hunter, 2009). En esa medida, el Tribunal Constitucional ha
reconocido que el laudo firme produce efectos equiparables a la cosa juzgada,
aunque ello no implique desconocer que su origen institucional es distinto al
de una sentencia judicial (Tribunal Constitucional del Perd, 1999).

5.3.Laudo consentido y laudo en ejecucién judicial: diferencias operati-
vas y consecuencias

No todos los laudos se sitdan en el mismo escenario de cumplimiento.
El laudo consentido es aquel que ha quedado firme porque no fue impugna-
do dentro del plazo legal o porque el recurso de anulacién fue desestimado.
En esa etapa, debe ser cumplido voluntariamente por la parte obligada, lo
que exige, en el caso de las entidades publicas, adoptar decisiones adminis-
trativas y presupuestarias para hacer efectivo el pago.

Distinto es el supuesto del laudo en ejecucién judicial, que aparece cuan-
do la parte obligada no cumple voluntariamente y la parte vencedora acude
al Poder Judicial para obtener ejecucién forzosa. En este caso, la intervencién
judicial no convierte al laudo en sentencia ni altera su naturaleza arbitral; el
juez solo hace efectivo lo ya decidido, sin revisar el fondo del asunto (Lépez,
2023). Esta diferencia resulta importante cuando se analiza la relacién entre
laudos arbitrales y mecanismos administrativos de pago del Estado.

5.4.Puntos de contacto y friccién entre ejecucién arbitral y 1égica de
priorizacién administrativa

La relacién entre el arbitraje y el régimen de priorizacién de sentencias
judiciales genera dificultades que no pueden resolverse trasladando autom4-
ticamente las reglas de un sistema al otro. La priorizacién fue disefiada para
atender obligaciones derivadas de la jurisdiccién ordinaria, dentro de un
contexto de litigiosidad masiva y restricciones presupuestarias. El arbitraje,
en cambio, responde a una ldgica distinta, asociada a la solucién especializa-
day previsible de controversias concretas.

Por ello, someter los laudos arbitrales a un esquema de priorizacién pen-
sado para sentencias judiciales puede afectar la eficacia del arbitraje y debili-
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tar la expectativa de cumplimiento oportuno que caracteriza a este régimen.
La doctrina ha advertido que las demoras en la ejecucién de laudos contra el
Estado pueden afectar la credibilidad del sistema arbitral y proyectar insegu-
ridad en las relaciones contractuales (Karolak, 2021). Desde esa perspectiva,
la exclusién de los laudos del régimen de priorizacién no debe verse como
un privilegio, sino como una consecuencia de su naturaleza juridica y de la
necesidad de preservar la coherencia del sistema (Makarenkov & Mesquita,

2024).

6.. LA CONTROVERSIA SOBRE LA APLICABILIDAD DEL REGIMEN
DE PRIORIZACION A LAUDOS ARBITRALES

6.1.Planteamiento del problema interpretativo y relevancia prdctica

La discusidn sobre si los laudos arbitrales deben someterse al régimen de
priorizacién de pagos de la Ley N.° 30137 no constituye una cuestién mera-
mente tedrica. Se trata de un problema interpretativo con efectos concretos
en la gestién financiera del Estado, en la actuacién de los funcionarios publi-
cos y en la eficacia del arbitraje dentro de la contratacién estatal. El debate
surge en un espacio donde se cruzan el derecho presupuestario, el derecho
administrativo y el derecho arbitral.

El punto central de la controversia se encuentra en el articulo 3 del Re-
glamento de la Ley N.° 30137, aprobado por el Decreto Supremo N.° 003-
2020-JUS. Esta disposicién delimita el régimen a las sentencias judiciales
con calidad de cosa juzgada y en ejecucién, y ademds menciona de forma
expresa a los laudos arbitrales en ejecucién judicial. Lejos de cerrar la discu-
sién, esta redaccién ha dado lugar a interpretaciones distintas dentro de las
propias entidades publicas.

La importancia prictica del problema es evidente, sobre todo en escena-
rios de limitacién presupuestaria. Determinar si un laudo arbitral queda o
no sujeto al listado de priorizacién define si el acreedor cobra de manera in-
mediata o si debe esperar junto con otros créditos que cuentan con prelacién
legal. Esta decisién influye en la generacién de intereses, en la posibilidad de
nuevos procesos de ejecucién y en la imagen del Estado como parte contrac-

tual confiable (Karolak, 2021).

ISSN: 2313-0938 \ ARO XIV — N.° 2 MARZO 2026, LIMA - PERU



HuGo A. GARMA SAAVEDRA | LA PRIORIZACION DE SENTENCIAS JUDICIALES...

6.2.Lecturas en tensién: inclusién por equiparacién funcional y exclu-
sién por delimitacién normativa

En torno a este problema pueden identificarse dos grandes lineas de in-
terpretacién. La primera propone incluir los laudos arbitrales en el régimen
de priorizacién a partir de su semejanza funcional con las sentencias judi-
ciales. Esta postura parte de que el laudo firme es obligatorio, definitivo y
produce efectos equivalentes a la cosa juzgada, por lo que no habria razén
suficiente para dejarlo fuera de un sistema dirigido a ordenar el pago de obli-
gaciones estatales exigibles (Born, 2014).

Bajo esta lectura, la priorizacién no elimina derechos, sino que solo orga-
niza su satisfaccién temporal frente a restricciones presupuestarias. Desde esa
légica, permitir que un laudo arbitral sea pagado antes que una sentencia la-
boral o previsional podria ser visto como una diferencia de trato que requiere
justificacién juridica. Asi, el principio de igualdad entre acreedores aparece
como uno de los argumentos centrales para defender la incorporacién del
laudo al régimen.

La segunda lectura sostiene la exclusién de los laudos a partir de una
interpretacién estricta del marco normativo. Segtin esta posicion, el régimen
fue disefado tinicamente para sentencias judiciales y no puede extenderse a
obligaciones arbitrales sin habilitacién expresa. La exclusién contenida en el
reglamento responderfa, entonces, a una decisién consciente del legislador
reglamentario, compatible con el principio de legalidad administrativa y con
la naturaleza especial del arbitraje (Makarenkov & Mesquita, 2024).

6.3.Impactos: igualdad entre acreedores, eficiencia del gasto, riesgos de
interés moratorio y seguridad juridica contractual

La alternativa interpretativa que se adopte produce efectos distintos en
varios planos. Desde la perspectiva de igualdad entre acreedores, incluir los
laudos dentro del régimen de priorizacién podria parecer una medida razo-
nable, porque impedirfa que ciertos créditos sean atendidos antes que otros
de contenido social o alimentario. Sin embargo, esta idea parte de asumir
que todas las obligaciones compiten bajo la misma légica presupuestaria, lo
que no siempre ocurre en la prictica administrativa (MEF, 2024).

Desde el punto de vista de la eficiencia del gasto publico, la postergacién
del pago de laudos puede resultar contraproducente. Cuando un laudo no
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se cumple oportunamente, el crédito continda generando intereses y puede
aumentar de manera considerable el costo final que deberd asumir el Estado.
En obligaciones de alta cuantia, esta demora termina agravando el impacto
fiscal en lugar de reducirlo, lo que debilita la justificacién préctica de sujetar
el laudo a un régimen pensado para otro tipo de obligaciones (Eskiyoriik,
2022).

A ello se anade el efecto sobre la seguridad juridica contractual. El arbi-
traje es elegido por las partes, incluido el propio Estado, bajo la expectativa
de que la controversia serd resuelta de manera definitiva y con cumplimien-
to eficaz. Si luego se introducen barreras administrativas no previstas en el
régimen arbitral, esa expectativa se debilita y se afecta la confianza de los
operadores econémicos en la contratacién publica, con efectos que pueden
proyectarse sobre el costo y las condiciones futuras de contratacién (St John,
2024).

6.4.Rol de procuradurias, dreas administrativas, érganos de control y
criterios no uniformes

La controversia interpretativa se refleja con fuerza en la actuacién de los
distintos érganos que intervienen en el cumplimiento de obligaciones arbi-
trales. Las procuradurfas publicas suelen adoptar posiciones conservadoras,
orientadas a reducir riesgos de responsabilidad funcional. Por ello, en varios
casos promueven interpretaciones extensivas del régimen de priorizacién,
aun cuando el sustento normativo de esa opcién no sea plenamente expreso.

Las dreas administrativas y presupuestarias operan con una ldégica distin-
ta. Su atencién se centra en la ejecucién del gasto, en la programacién finan-
cieray en la reduccién de contingencias futuras. Desde esa perspectiva, suele
considerarse mds coherente la lectura que excluye los laudos arbitrales del
régimen de priorizacién, pues ello permite atender estas obligaciones segin
su propia dindmica y conforme a los criterios técnicos de gestién presupues-
taria (MEF, 2025).

Los érganos de control institucional y la Contralorfa agregan otra difi-
cultad, ya que no siempre existe uniformidad en los criterios con los que eva-
ldan estas decisiones. Esa falta de coincidencia genera incertidumbre para los
funcionarios encargados de autorizar pagos, quienes pueden enfrentar obser-
vaciones distintas frente a un mismo supuesto. La ausencia de lineamientos
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uniformes termina afectando la previsibilidad del sistema y favorece decisio-
nes defensivas que retrasan el cumplimiento de obligaciones legitimas.

7. ESTUDIO DE CASO EN ENTIDAD PUBLICA PERUANA

7.1.Hechos relevantes y cronologia administrativa

El caso se origina en una entidad del Poder Ejecutivo vinculada a pro-
yectos de infraestructura, en el marco de un contrato de obra publica sujeto
ala Ley N.° 30225. A raiz de controversias sobre mayores gastos generales y
ampliaciones de plazo, se activé el convenio arbitral pactado entre la entidad
y el contratista. El proceso concluyé con un laudo que declaré parcialmente
fundada la pretensién del contratista y reconocié una obligacién de pago li-
quida y exigible, con intereses legales. Como la entidad no interpuso recurso
de anulacién, el laudo quedd firme.

El problema aparecié cuando el laudo fue remitido para su ejecucién
presupuestal. A partir de ese momento surgieron criterios distintos dentro
de la entidad: algunas 4reas consideraban que correspondia su pago directo,
mientras otras sostenfan que debfa ingresar al régimen de priorizacién de la
Ley N.°30137. La oficina juridica emitié inicialmente una opinién favorable
a su exclusién del régimen, pero luego, ante advertencias de la procuraduria
sobre posibles responsabilidades funcionales, se pidié una nueva evaluacién.
La secuencia administrativa muestra as{ una entidad sin una linea uniforme,
oscilando entre argumentos técnicos y decisiones adoptadas por precaucién.

7.2.Argumentos institucionales enfrentados y documentos clave

Dentro del expediente se aprecian dos posiciones principales. La prime-
ra, sostenida por la oficina de asesorfa juridica y respaldada al inicio por el
drea de presupuesto, defendia que el laudo arbitral no debfa ingresar al régi-
men de priorizacién. Esta postura partia de una lectura literal y sistemdtica
de la Ley N.° 30137 y de su reglamento, entendiendo que dicho régimen
habia sido previsto inicamente para sentencias judiciales y no para obliga-
ciones arbitrales. También se sostuvo que el arbitraje tiene un fundamento
constitucional y una légica propia de ejecucién que no puede alterarse por
analogfa administrativa.

La segunda posicién, impulsada sobre todo por la procuraduria publica
y reforzada por alertas de control interno, proponfa incluir el laudo dentro
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del régimen de priorizacién. El argumento principal era que toda obligacién
exigible contra el Estado debia someterse a un orden de pago que evitara
tratos diferenciados entre acreedores y protegiera el uso de recursos ptiblicos.
Sin embargo, esta postura no descansaba en una norma expresa que impu-
siera dicha inclusidn, sino en criterios de prudencia institucional, riesgo de
observaciones futuras y referencias a précticas seguidas por otras entidades.
El expediente muestra, por tanto, un conflicto no resuelto por una directriz
normativa clara, sino por valoraciones preventivas.

7.3.Decisién administrativa final y criterios determinantes

La decisién final de la entidad fue incluir el laudo arbitral dentro del
listado de priorizacién, tratdindolo en los hechos como si fuera una senten-
cia judicial firme. Esta decisién no fue adoptada mediante un acto singular
con motivacién especifica, sino incorporada dentro del acuerdo general que
aprobd el listado anual de obligaciones priorizadas. Lo relevante es que la
medida no parece haber respondido a una conclusién juridica firmemente
construida, sino a la idea de que resultaba mds seguro para los funcionarios
seguir una opcién conservadora ante la posibilidad de observaciones poste-
riores.

Las consecuencias fueron inmediatas. El contratista fue informado de
que su crédito serfa atendido conforme al orden de prelacidn, sin fecha cierta
de pago, lo que generd un incremento de intereses moratorios. Mds adelan-
te, el acreedor inicié acciones judiciales para exigir la ejecucién forzada del
laudo, alegando que la entidad habia alterado indebidamente sus efectos. El
caso evidencia asf{ que una decisién adoptada para reducir riesgos de control
terminé produciendo nuevos costos financieros, mayor conflictividad y un
deterioro en la relacién entre la entidad y su contratista.

7.4.Lecciones institucionales y puntos criticos de gobernanza interna

El caso permite advertir, en primer término, la existencia de una mar-
cada fragmentacién decisoria dentro de las entidades publicas. Cuando no
existen criterios uniformes sobre la forma de ejecutar laudos arbitrales, cada
érgano interviene desde su propia légica funcional, lo que favorece respues-
tas inconsistentes y poco previsibles. También se observa que el papel de las
procuradurias, aunque indispensable para la defensa del Estado, puede incli-
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nar la toma de decisiones hacia opciones excesivamente cautelosas, incluso
cuando ello no resulte juridicamente lo mds coherente.

Otra leccién relevante es el déficit de articulacién entre el régimen ar-
bitral y las reglas administrativas de ejecucién presupuestal. La ausencia de
directrices claras sobre el tratamiento de los laudos abre espacio a soluciones
improvisadas, distintas entre entidades y guiadas mds por el temor al control
que por una lectura sistemdtica del ordenamiento. A ello se suma que, cuan-
do los 6rganos de control no ofrecen criterios previsibles, las entidades tien-
den a privilegiar su autoproteccién antes que el cumplimiento oportuno de
obligaciones vdlidamente reconocidas. Todo ello afecta la seguridad juridica
y debilita la seriedad con la que el Estado debe actuar cuando ha aceptado
resolver sus controversias mediante arbitraje.

8. INTERPRETACION DEL ARTICULO 3 DEL REGLAMENTO DE
LA LEY N.° 30137

La discusién sobre la aplicabilidad del régimen de priorizacién a los lau-
dos arbitrales encuentra uno de sus nicleos mds sensibles en el articulo 3 del
Reglamento de la Ley N.° 30137, aprobado por el Decreto Supremo N.°
003-2020-JUS. Este articulo delimita el dmbito objetivo de aplicacién del
régimen y, al hacerlo, introduce una férmula normativa que ha generado
interpretaciones divergentes en la administracién publica. El problema no
reside tinicamente en el texto, sino en la forma en que dicho texto interactda
con el sistema arbitral y con la finalidad original del régimen de priorizacién.
El andlisis interpretativo que se propone no busca una respuesta inmediata o
simplificada, sino una reconstruccién argumentativa que permita evaluar si
la inclusién de los laudos arbitrales dentro del régimen resulta juridicamente
defendible o si, por el contrario, conduce a soluciones disfuncionales. Para
ello, se recurre de manera articulada a las herramientas de interpretacion li-
teral, sistemdtica y teleoldgica, evitando privilegiar una sola de ellas de forma
aislada.

8.1.Herramientas de interpretacién aplicables: literal, sistemdtica y te-
leolégica

La interpretacién normativa no puede reducirse a una lectura puramen-
te gramatical, porque el sentido de una disposicién depende también de su
ubicacién dentro del sistema juridico y de la finalidad que persigue. En el

ISSN: 2313-0938 \ ANO XIV = N.° 2 MARzO 2026, LIMA - PERU



REVISTA JURIDICA SAPIENTIA TURIS

caso del articulo 3 del Reglamento de la Ley N.° 30137, una lectura aislada
del texto ha demostrado no ser suficiente para resolver los problemas que se
presentan en la prictica administrativa. Por ello, resulta necesario acudir a
distintos métodos de interpretacién que permitan examinar el alcance real
de la disposicién.

La interpretacién literal permite identificar el contenido inmediato del
precepto; la sistemdtica exige relacionarlo con el régimen arbitral y con las
reglas de ejecucién de obligaciones estatales; y la teleolégica obliga a conside-
rar el objetivo de la norma y sus efectos practicos. La aplicacién conjunta de
estos métodos permite evitar soluciones aparentes que, aunque defendibles
desde una lectura parcial, terminan siendo poco coherentes con el conjunto
del ordenamiento y con la funcién de las instituciones involucradas.

8.2.Lectura literal del literal b y sus alcances

El articulo 3 del reglamento establece que el régimen de priorizacién
comprende las sentencias judiciales firmes que ordenan el pago de sumas de
dinero a cargo del Estado, con excepcién de los laudos arbitrales en ejecu-
cién judicial. Desde una lectura estrictamente literal, podria entenderse que
la norma solo excluye a una categorfa especifica de laudos y que, por tanto,
los demds si podrfan quedar comprendidos dentro del régimen. Esa ha sido
precisamente una de las interpretaciones utilizadas por algunas entidades pu-
blicas.

Sin embargo, esa lectura presenta problemas evidentes. El reglamento
no define con claridad qué debe entenderse por laudo en ejecucién judicial
ni explica si la exclusién responde a la naturaleza del laudo o al estadio en
que se encuentra su cumplimiento. Ademds, una interpretacién puramente
gramatical no basta para extender el dmbito de aplicacién de la ley, menos
atin cuando se trata de una materia que incide en el cumplimiento de obli-
gaciones exigibles. Por ello, la literalidad, por si sola, no ofrece una respuesta
suficiente.

8.3.Lectura sistemdtica: coherencia con el régimen arbitral y la l6gica de
ejecucion

Una lectura sistemdtica obliga a interpretar el articulo 3 del reglamen-
to en armonifa con el régimen arbitral contenido en el Decreto Legislativo
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N.° 1071. Desde esa perspectiva, la inclusién de los laudos arbitrales dentro
del régimen de priorizacién plantea dificultades relevantes, porque el arbitra-
je estd disenado como un mecanismo de solucién de controversias con reglas
propias, entre ellas la obligatoriedad y ejecutabilidad del laudo. Aunque sus
efectos sean comparables a los de una sentencia firme, ello no significa que
ambos institutos puedan recibir idéntico tratamiento en todos los aspectos.

Si el laudo consentido queda sujeto a un orden administrativo de pre-
lacién presupuestal, su cumplimiento deja de responder a la légica de eje-
cucién inmediata que caracteriza al arbitraje y pasa a depender de reglas
pensadas para otro tipo de obligaciones. Esta consecuencia no encuentra
respaldo expreso en la normativa arbitral. Ademds, desde el punto de vista de
la jerarquia normativa, resulta cuestionable atribuir a un reglamento efectos
que alteren el funcionamiento de una institucién regulada por decreto legis-
lativo. Por ello, la lectura sistemdtica conduce a una posicién mds restrictiva
respecto de la inclusién de los laudos en el régimen de priorizacién.

8.4.Lectura teleolégica: finalidad del régimen de priorizacién y finali-
dad del arbitraje

La interpretacién teleolégica permite distinguir con mayor claridad los
fines de cada régimen. La Ley N.° 30137 fue dictada para ordenar el pago
de sentencias judiciales impagas, sobre todo en materias de alta sensibilidad
social, dentro de un contexto de acumulacién de deudas estatales y limitacio-
nes presupuestarias. El arbitraje, en cambio, persigue ofrecer una via eficaz y
previsible para resolver controversias fuera del Poder Judicial, especialmente
en relaciones contractuales complejas.

Cuando ambos regimenes se superponen sin una delimitacién expresa,
sus finalidades pueden entrar en conflicto. Sujetar el laudo arbitral al régi-
men de priorizacién significa introducir una demora estructural en un meca-
nismo cuya efectividad depende, justamente, de su cumplimiento oportuno.
Desde esta perspectiva, no se aprecia que la finalidad de la Ley N.° 30137
haya sido alterar el régimen de ejecucién de los laudos arbitrales. Mds bien,
todo indica que su dmbito estuvo dirigido a las sentencias judiciales, por lo
que una lectura teleoldgica razonable conduce a excluir a los laudos de ese
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8.5.Evaluacién de consistencia: escenarios de aplicacién y resultados ju-
ridicos razonables

La comparacién de escenarios permite advertir las consecuencias de cada
interpretacién. Si se incluye a los laudos arbitrales en el régimen de priori-
zacion, el resultado suele ser la postergacién del pago, la acumulacién de
intereses y la generacién de nuevos conflictos para lograr la ejecucién. En
cambio, si se los excluye, se preserva la légica del arbitraje y se mantiene la
exigencia de cumplimiento oportuno de una obligacién ya firme, aunque
ello demande una gestién presupuestal mds ordenada por parte de la entidad
estatal.

Desde un punto de vista de coherencia juridica, la interpretacién que
excluye a los laudos ofrece mejores resultados. No supone otorgar un be-
neficio indebido, sino reconocer que el arbitraje responde a una estructura
normativa distinta a la del proceso judicial ordinario. Cuando se valoran de
manera conjunta los métodos literal, sistemdtico y teleoldgico, la inclusién
de los laudos en el régimen de priorizacién aparece débilmente sustentada.
Por ello, la solucién mds consistente es aquella que preserva la eficacia del
sistema arbitral y evita extender restricciones sin base normativa suficiente.

9. DISCUSION

La controversia sobre la aplicabilidad del régimen de priorizacién de
sentencias judiciales a los laudos arbitrales no se agota en una disputa in-
terpretativa puntual. Se trata, mds bien, de un conflicto estructural entre
técnicas normativas, finalidades institucionales y expectativas legitimas de
los operadores econémicos. En este escenario, la discusién exige ir mds alld
de la lectura aislada de las normas para examinar sus efectos sistémicos y las
tensiones que generan en la gestién publica y en la seguridad juridica.

9.1.Delimitacién normativa frente a equiparacién funcional: hasta dén-
de llega la analogia

Uno de los puntos mds importantes del debate consiste en determinar si
la semejanza funcional entre el laudo arbitral y la sentencia judicial permite
aplicar a ambos el mismo régimen juridico. Aunque ambos producen efectos
obligatorios y autoridad equivalente en cuanto al cierre del conflicto, ello no
significa que puedan recibir idéntico tratamiento en todos los 4mbitos. La
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analogfa solo resulta admisible cuando existe una verdadera laguna normati-
va, pero en este caso no hay ausencia de regulacién, sino coexistencia de dos
sistemas distintos: uno arbitral, con reglas propias de ejecucidn, y otro de
priorizacién, creado para ordenar el pago de sentencias judiciales impagas.

Por ello, extender el régimen de priorizacién a los laudos arbitrales me-
diante analogfa supone ir més alld de una equiparacién funcional razona-
ble. Esa operacién termina diluyendo la diferencia entre ambos regimenes
y altera la légica del arbitraje, que descansa en la eficacia y previsibilidad
de sus decisiones. Desde una lectura critica, la analogfa no debe utilizarse
para producir efectos que desnaturalicen la institucién a la que se pretende
extender una regla, menos atin cuando no existe un mandato legal expreso
que lo autorice.

9.2.Prioridad legal y racionalidad presupuestaria: tensiones y criterios

de balance

La defensa de la inclusién de los laudos en el régimen de priorizacién
suele apoyarse en razones presupuestarias, como la escasez de recursos, la ne-
cesidad de programar pagos y la obligacién de resguardar el equilibrio fiscal.
Estas consideraciones son legitimas dentro de la gestién publica, pero no
pueden convertirse en el tinico criterio para decidir sobre el cumplimiento
de obligaciones firmes. La planificacién financiera debe convivir con el deber
estatal de atender oportunamente sus deudas exigibles, sin trasladar de ma-
nera sistemdtica el costo de la restriccién presupuestaria al acreedor.

En el caso de los laudos arbitrales, esta tensidn se vuelve mds visible
porque suelen derivar de relaciones contractuales donde el Estado asumié
compromisos econémicos concretos. Su pago tardio no solo incrementa in-
tereses, sino que también altera la 16gica del contrato y proyecta inseguridad
en el trdfico juridico. El balance razonable exige, por tanto, distinguir entre
ordenar el gasto y postergar sin base suficiente el cumplimiento de obliga-
ciones que, por su naturaleza, deberfan ejecutarse sin demoras estructurales.

9.3.Riesgos institucionales: control, responsabilidad funcional y predic-
tibilidad para contratistas

La falta de un criterio claro sobre la aplicacién del régimen de priori-
zacién a los laudos arbitrales genera riesgos institucionales relevantes. Los
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funcionarios encargados de decidir sobre el pago quedan expuestos a obser-
vaciones en uno u otro sentido: si incluyen el laudo en el listado, pueden
ser cuestionados por afectar su exigibilidad; si lo excluyen, pueden enfrentar
reparos por un supuesto trato desigual frente a otros acreedores del Estado.
Esta falta de certeza normativa produce un escenario de inseguridad deciso-
ria que favorece respuestas defensivas dentro de la administracién.

A ello se suma el efecto sobre los contratistas. El arbitraje es valorado,
entre otras razones, porque ofrece una via de solucién de controversias con
expectativa de cumplimiento eficaz. Cuando la ejecucién del laudo depen-
de luego de criterios administrativos variables o inciertos, esa expectativa se
debilita y el arbitraje pierde parte de su utilidad prictica. El resultado es mds
conflictividad, menor previsibilidad y una afectacién directa a la confianza
en el Estado como contraparte contractual.

9.4.Alternativas de disefio normativo: escenarios de precisién reglamen-
taria o regulacién especifica

Frente a estas dificultades, la respuesta no deberfa limitarse a escoger
entre inclusién o exclusién por via interpretativa. Una alternativa consiste
en precisar reglamentariamente el alcance del articulo 3, dejando establecido
de forma expresa que los laudos arbitrales no integran el régimen de prioriza-
cién. Con ello se reducirfan las interpretaciones divergentes y se restablecerfa
una mayor coherencia con el régimen arbitral. Otra posibilidad es disefar
una regulacién especifica para la ejecucion de laudos contra el Estado, que
permita ordenar su atencién presupuestaria sin alterar su exigibilidad.

También pueden considerarse férmulas preventivas, como fortalecer la
planificacién financiera mediante provisiones presupuestales destinadas a
contingencias arbitrales. Este enfoque desplaza el problema desde la fase de
ejecucién hacia una mejor gestion del riesgo contractual. En cualquiera de
estos escenarios, lo importante es evitar que la ambigiiedad normativa siga
siendo resuelta de manera improvisada por cada entidad, porque ello solo
incrementa la incertidumbre, la conflictividad y la falta de coherencia en la
actuacidn estatal.

10. CONCLUSIONES

El andlisis del régimen de priorizacién de sentencias judiciales y del esta-
tuto juridico del arbitraje en el Pert permite afirmar que ambos responden a
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finalidades distintas dentro del ordenamiento. La Ley N.° 30137 fue dictada
para ordenar el pago de sentencias judiciales firmes frente a limitaciones pre-
supuestarias persistentes, sin desconocer el derecho a la tutela jurisdiccional
efectiva. Las reformas posteriores mantuvieron esa misma légica y afiadieron
criterios de atencidén preferente para personas en situacién de vulnerabilidad,
pero no modificaron el dmbito material del régimen.

En ese contexto, el reglamento mantuvo una delimitacién expresa cir-
cunscrita a sentencias judiciales con calidad de cosa juzgada y en etapa de
ejecucién. Esta delimitacién no puede ser entendida como una omisién,
sino como una opcién normativa compatible con la existencia de distintos
mecanismos de resolucién de controversias en el sistema juridico peruano.
Por ello, la sola semejanza funcional entre el laudo arbitral y la sentencia ju-
dicial no autoriza a trasladar automdticamente al primero un régimen creado
para el segundo.

Desde el plano constitucional y legal, el arbitraje constituye una jurisdic-
cién especial con reglas propias de desarrollo, eficacia y ejecucién. El laudo
arbitral produce efectos obligatorios y definitivos, pero ello no elimina la
diferencia de estructura y fundamento que lo separa de la sentencia judicial.
En consecuencia, la interpretacién sistemdtica del articulo 3 del Reglamen-
to de la Ley N.° 30137 conduce a sostener que los laudos arbitrales no se
encuentran comprendidos dentro del régimen de priorizacién, criterio que
ademds resulta mds coherente con la finalidad del arbitraje y con la légica de
su cumplimiento oportuno.

Teniendo en cuenta lo sefialado, no corresponde afirmar que las en-
tidades publicas estén obligadas a someter el pago de laudos arbitrales al
listado de priorizacién previsto para sentencias judiciales. Hacerlo puede
generar mayores costos por intereses, afectar la seguridad juridica contrac-
tual y debilitar la confianza en el arbitraje como mecanismo eficaz de so-
lucién de controversias. Ello no impide que, a futuro, pueda discutirse la
conveniencia de establecer una regulacién especifica para la programacién
de pagos arbitrales cuando existan multiples obligaciones pendientes; sin
embargo, mientras ello no ocurra, la interpretacién juridica debe respetar
las delimitaciones normativas vigentes y evitar extensiones analdgicas sin
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11. RECOMENDACIONES

Las recomendaciones que siguen se formulan a partir del andlisis norma-
tivo, institucional y casuistico desarrollado a lo largo del trabajo. No persi-
guen alterar el marco vigente, sino fortalecer su aplicacién coherente y redu-
cir los mdrgenes de incertidumbre que hoy afectan tanto a la gestion publica
como a los agentes que interactiian con el Estado.

Primera recomendacién dirigida a las entidades piblicas.

*  :Quién lo hard? los titulares de los pliegos y las oficinas generales de
administracién.

* ;Cudndo lo hard? en el corto plazo, al momento de programar y ejecu-
tar pagos derivados de decisiones firmes.

e :Por qué lo hard? porque la confusién entre sentencias judiciales y lau-
dos arbitrales genera dilaciones, riesgos de responsabilidad funcional y
sobrecostos por intereses.

e ;Para qué lo hard? para establecer procedimientos internos diferencia-
dos y claramente documentados para el pago de sentencias judiciales
sujetas al régimen de priorizacién y para el pago de laudos arbitrales,
respetando su régimen propio de ejecucién.

Segunda recomendacién dirigida a las dreas de planeamiento y pre-
supuesto.

*  :Quién lo hard? las oficinas de planeamiento y presupuesto de cada
entidad.

e ;Cudndo lo hard? durante la formulacién y modificacién del presu-
puesto institucional anual y sus programaciones trimestrales.

* :Por qué lo hard? porque la ausencia de lineas presupuestarias diferen-
ciadas obliga a competir obligaciones de naturaleza distinta dentro de un
mismo espacio fiscal.

o :Para qué lo hard? para asignar recursos especificos destinados al cum-
plimiento de laudos arbitrales, reduciendo el riesgo de generacién de
intereses moratorios y mejorando la previsibilidad del gasto publico.

Tercera recomendacién dirigida a las procuradurias piblicas.

*  :Quién lo hard? las procuradurfas publicas institucionales y la Procura-

durfa General del Estado.
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:Cudndo lo hard? de manera continua, en el ejercicio de su funcién
consultiva y de defensa juridica.

Por qué lo hard? porque la emisién de opiniones no uniformes ha
contribuido a interpretaciones divergentes al interior de las entidades.

;Para qué lo hard? para elaborar lineamientos interpretativos claros y
coherentes sobre la inaplicabilidad del régimen de priorizacién a los lau-
dos arbitrales, brindando seguridad juridica a las dreas administrativas.

Cuarta recomendacién dirigida a los érganos de control.

:Quién lo hard? los érganos de control institucional y la Contralorfa

General de la Republica.

:Cudndo lo hard? en las acciones de control posterior vinculadas al pago
de obligaciones estatales.

sPor qué lo hard? porque una lectura descontextualizada del régimen
normativo puede generar observaciones que no se sostienen jurl’dica-
mente.

:Para qué lo hard? para evaluar los pagos de laudos arbitrales conside-
rando su régimen especial y la normativa vigente, diferencidndolos de las
sentencias judiciales sujetas a priorizacion.

Quinta recomendacién dirigida al legislador.

:Quién lo hard? el Congreso de la Reptiblica, a través de sus comisiones
competentes.

:Cudndo lo hard? en el mediano plazo, en el marco de eventuales refor-
mas al sistema de gestién de obligaciones estatales.

:Por qué lo hard? porque la coexistencia de multiples laudos pendientes
y recursos limitados puede generar tensiones operativas no previstas en
la regulacién actual.

;Para qué lo hard? para evaluar la creacién de un régimen especifico de
programacién y pago de laudos arbitrales, distinto del régimen de prio-
rizacién de sentencias judiciales, que preserve la naturaleza del arbitraje
y garantice transparencia.
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Sexta recomendacién dirigida a la comunidad académica y profesio-

nal.

*  :Quién lo hard? investigadores, docentes y operadores juridicos especia-
lizados en derecho publico y arbitraje.

y

* ;Cudndo lo hard? de forma permanente, mediante estudios doctrinales
y empiricos.

e Por quélo hard? porque la prictica administrativa evoluciona con ma-
yor rapidez que la produccién normativa.

e ;Para qué lo hard? para contribuir a la construccién de criterios inter-

pretativos consistentes que fortalezcan la seguridad juridica y la calidad
de la gobernanza publica.
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